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Señores 
JUZGADO 001 LABORAL DEL CIRCUITO DE QUIBDÓ 
Despacho. 
 

REF.  EJECUTIVO LABORAL No. 27001310500120230011100 
DEMANDANTE: DIOCLES DARIO PEÑA COPETE CC 19408348 
CONTRA LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES.  
ASUNTO: CONTESTACION EXCEPCIONES 

 
 
Respetado(a) Doctor(a): 
 
 
MAIRA LORENA CHAVERRA MOSQUERA, abogada en ejercicio, identificado 
como aparece al pie de mi correspondiente firma, en mi calidad de apoderada 
sustituta  de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES.-cordialmente solicito al Despacho reconocerme personería 
para actuar de acuerdo a la sustitución de poder adjunto y estando dentro del 
término1 de la oportunidad procesal, de manera respetuosa, me permito DAR 
CONTESTACIÓN A LA DEMANDA propuesta dentro del proceso de la referencia 
instaurado contra mi representada, para que mediante sentencia que haga tránsito 
a cosa juzgada se absuelva a Colpensiones de todas y cada una de las 
excepciones propuestas en la demanda y se condene en costas a la parte 
demandante. 

 
I. NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, 

REPRESENTACIÓN LEGAL Y DOMICILIO 
 
-LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES-, es 
una empresa industrial y comercial del estado del orden nacional, organizada como 
una entidad financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo con 
personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, cuyo 
objeto consiste en la administración estatal del régimen de prima media con 
prestación definida incluyendo la administración de los beneficios económicos 
periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005, que reformó el artículo 48 de 
la Constitución Política de Colombia, de acuerdo con lo que establezca la ley que 
los desarrolle. 
 
La representación legal la ejerce el Dr. JAIME DUSSAN CALDERON en su 
condición de presidente según consta en el certificado de la Superintendencia 
Financiera de Colombia. 
 
 

                                                           
1 Notificada por aviso el día 17 de febrero de 2022, cuyo término para contestar vence el día 10 de marzo de 

2022. 
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El domicilio Principal es la Ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72 – 33. 
Torre B. Piso 11. Teléfono +57 (4) 217 0100. 
 

I. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 

PRIMERO: Se acepta como cierto, pues ello se desprende de los documentos 
aportados con la demanda. 
 
SEGUNDO: Se acepta como cierto, pues ello se desprende de los documentos 
aportados con la demanda. 
 
TERCERO: Se acepta como cierto, pues ello se desprende de los documentos 
aportados con la demanda. 
 
CUARTO: Se acepta como cierto, pues ello se desprende de los documentos 
aportados con la demanda. 
 
QUINTO: Se acepta como cierto, pues ello se desprende de los documentos 
aportados con la demanda. 
 
SEXTO: Se acepta como cierto, pues ello se desprende de los documentos 
aportados con la demanda. 
 
SEPTIMO: No me consta, No es un hecho que sea dirigido a mi prohijada. 
                           
                                       FRENTE A LAS PRETENSIONES 

PRIMERA: Ni me opongo, ni me allano. No es una pretensión dirigida a 

Colpensiones. 

PRIMERA: Ni me opongo, ni me allano. No es una pretensión dirigida a 

Colpensiones. 

PRIMERA: Ni me opongo, ni me allano. No es una pretensión dirigida a 

Colpensiones. 

OPOSICION FRENTE A LAS MEDIDAS CAUTELARES DECRETADAS EN EL 

PROCESO 

Me opongo a las medidas cautelares decretadas dentro del presente proceso 
Ejecutivo Laboral de conformidad a lo siguiente: 
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El Artículo 37 de la Ley 1593 de 2012 indicó: “El servidor público que reciba una 
orden de embargo sobre los recursos incorporados en el Presupuesto General de 
la Nación, incluidas las transferencias que hace la Nación a las entidades 
territoriales, está obligado a efectuar los trámites correspondientes para solicitar su 
desembargo. Para este efecto, solicitará a la Dirección General del Presupuesto 
Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público la constancia sobre 
la naturaleza de estos recursos. La solicitud debe indicar el tipo de proceso, las 
partes involucradas, el despacho judicial que profirió las medidas cautelares y el 
origen de los recursos que fueron embargados.” (…) 
Por su parte la Directiva 022 del 2010 emanada de la Procuraduría General de la 
Nación, dictó lo siguiente: 
 
(…) 
 
2. Así mismo, insta a los Jueces de la República para que se abstengan de 
ordenar o decretar embargos sobre los recursos del Sistema de Seguridad Social, 
recursos del Sistema General de Participaciones- SGP- y las Rentas Incorporadas 
en el Presupuesto General de la Nación, por cuanto no solo se estaría vulnerando 
el Ordenamiento Jurídico Colombiano, sino que se afecta gravemente el patrimonio 
público y el orden económico y social del Estado.  
 
3. Se solicita a la Superintendencia Financiera como el organismo de 
Inspección, Vigilancia y Control del sector financiero, que imparta instrucciones a la 
Red Bancaria sobre la INEMBARGABILIDAD de los recursos del Sistema de 
Seguridad Social, de las Rentas incorporadas al Presupuesto General de la Nación 
y del Sistema General de Participaciones-SGP-. 
 
Finalmente, se reitera a los servidores públicos que deben tener en cuenta lo 
establecido en el artículo 48 de la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único, que 
prevé sobre las consecuencias en el incumplimiento de los deberes, lo cual 
constituye FALTA GRAVÍSIMA, sancionable hasta con la destitución del funcionario 
del respectivo cargo y a los señores Jueces de la República, que se solicitará 
investigación al Consejo Superior de la Judicatura por transgredir el principio de 
inembargabilidad a que se refieren las normas citadas y la presente Directiva.  
 
Lo anterior teniendo en cuenta entre otros, los siguientes argumentos: 
 
(…) “El artículo 48 de la Constitución Política establece: “…No se podrán destinar 
ni utilizar los recursos de las instituciones de la seguridad social para fines diferentes 
a ella…” 
 
El artículo 19 del Decreto Extraordinario 111 de 1996, por el cual se compilan la Ley 
38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la Ley 225 de 1995, que conforman el Estatuto 
Orgánico de Presupuesto, establece que, son inembargables las rentas 
incorporadas en el Presupuesto General de la Nación, Así como los bienes y 
derechos que lo conforman, incluyendo en esa prohibición las cesiones y 
participaciones de que trata el capítulo cuarto del título XII de la constitución Política,  
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hoy modificado por el Acto Legislativo No. 01 de 2001. De igual forma, el inciso 
tercero establece que los funcionarios judiciales se abstendrán de decretar órdenes 
de embargo cuando no se ajusten a lo dispuesto en el artículo 19 del Decreto en 
mención.  
 
- De igual manera, el artículo 91 de la Ley 715 de 2001, por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 
151, 288, 356 y 357 del acto legislativo 01 de 2001, estableció que los recursos del 
sistema general de participaciones-SGP- no pueden ser sujetos de embargo. 
 
En el mismo sentido, y en relación con “el principio de inembargabilidad” consagrado 
en el artículo 63 de la Constitución Política, la Corte Constitucional en la sentencia 
C-546 de 1992 /, expuso una serie de consideraciones preliminares al respecto, 
“sobre temas íntimamente concernidos por el principio cuestionado como son los 
atinentes a la noción de Estado Social de Derecho; la efectividad de los derechos 
constitucionales; los derechos de los acreedores del Estado emanados de las 
obligaciones de índole laboral; el derecho a la igualdad; el derecho al pago oportuno 
de las pensiones legales; los derechos de la tercera edad y los reconocidos por 
Convenciones del Trabajo ratificadas por el Estado Colombiano”  
 
- Así mismo, la Superintendencia Financiera de Colombia, en Circular Externa No. 
007 de 1996, estableció que, “Los embargos decretados por autoridades 
jurisdiccionales o administrativas en desarrollo de las actuaciones derivadas de 
procesos de jurisdicción coactiva, sobre sumas depositadas en cuentas corrientes 
y en cuentas de ahorros, cuando ellas provengan de recursos de los Fondos de 
Pensiones o Patrimonios Autónomos pensionales administrados por Entidades 
Administradoras del Sistema General de Pensiones, Sociedades Fiduciarias o 
Compañías de Seguros…, las entidades vigiladas deberán informar de manera 
inmediata para lo de su competencia, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
al Ministerio de la Protección Social, a la Procuraduría General de la Nación y a la 
Contraloría General de la República (…) 
 
- De igual forma, mediante circular No. 05 -2006, El Consejo Superior de la 
Judicatura, solicitó a los Jueces Laborales el cumplimiento obligatorio del artículo 
134 de la Ley 100 de 1993.” (…) 
 
A su turno, la Circular Externa 019 del 10 de mayo de 2012 emitida por la 
Superintendencia Financiera de Colombia, mediante la cual se modifica el su 
numeral 1.7 del Capítulo Cuarto del Título Segundo de la Circular Básica Jurídica, 
sostuvo que: 
 
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 48 y 63 de la Constitución Política, 
134 y 182 de la Ley 100 de 1993, 19 del Decreto Extraordinario 111 de 1996 
(Estatuto Orgánico del Presupuesto), 91 de la Ley 715 de 2001, 8 del Decreto 050 
de 2003, son inembargables los recursos de: el Sistema de Seguridad Social, las 
rentas incorporadas al Presupuesto General de la Nación, el Sistema General de  
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Participaciones -SGP-, regalías y los demás recursos a los que la ley le otorgue la 
condición de inembargables. 
 
Indicando como procedimiento a seguir en caso de que las entidades reciban 
órdenes de embargo sobre los recursos anteriormente indicados el siguiente: 
 
En tal virtud, a partir de la fecha, en el evento que el Banco de la República o los 
establecimientos de crédito reciban dichas órdenes, deberán: (i) inmovilizar los 
recursos para impedir su disposición por parte de sus titulares;  (ii) informar dicha 
situación a la Procuraduría General de la Nación y a la Contraloría General de la 
República; y (iii) abstenerse de constituir el respectivo depósito judicial en el Banco 
Agrario hasta que tales organismos de control emitan un pronunciamiento sobre el 
particular.” 
 
Es de resaltar además que la entidad que represento considera que “si bien el 
patrimonio del deudor es prenda general de garantía para el pago de obligaciones, 
los recursos que provienen tanto de las cotizaciones obligatorias de los afiliados 
como de las partidas que asigna la Nación, no son propiedad de COLPENSIONES 
como administrador del RPM (…) artículo 5 del Decreto 4488 de 2009, por lo que 
gozan del atributo de inembargabilidad,” y en consecuencia solicito de manera 
respetuosa al Despacho levantar el embargo decretado sobre la cuenta Nro. 
65283209592 que registra en Bancolombia y de la cual es titular la Administradora 
Colombiana de pensiones Colpensiones.  
 

EXCEPCIONES DE FONDO 
 

Teniendo en cuenta que el numeral 2 del Artículo 442 del C.G.P., aplicable por 
analogía al procedimiento laboral por remisión expresa del Artículo Art. 145 del 
Código Procesal del Trabajo, que preceptúa que “Cuando se trate del cobro de 
obligaciones contenidas en una providencia, conciliación o transacción aprobada 
por quien ejerza función jurisdiccional, sólo podrán alegarse las excepciones de 
pago, compensación, confusión, novación, remisión, prescripción o transacción, 
siempre que se basen en hechos posteriores a la respectiva providencia, la de 
nulidad por indebida representación o falta de notificación o emplazamiento y la de 
pérdida de la cosa debida”; procedo a proponer las correspondientes excepciones 
en tal sentido: 
 
1. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 

 

Esta excepción se refiere a la falta de conexión entre la parte demandada y la 

situación fáctica que da origen al proceso, lo que significa que la persona 

demandada, en este caso COLPENSIONES, no es la obligada a responder por la 

deuda u obligación que se reclama.  
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Lo anterior, implica que la persona demandada debe ser la imprescindible a cumplir 

con la obligación que se está ejecutando. Si la persona demandada no es la 

obligada, se considera que carece de legitimación pasiva. 

 

Por lo que puede observarse en el expediente, las pretensiones de la demanda 

están dirigidas al cumplimiento de una obligación de hacer por parte de la AFP 

COLFONDOS, no contra mi prohijada, por lo que pido de manera respetuosa Señor 

Juez, que de encontrar probada esta excepción se sirva declarar la terminación del 

proceso por parte de COLPENSIONES. 

 

2. PRESCRIPCIÓN 

 
La prescripción es el modo de extinguir obligaciones o acciones como sanción por 
no haberse desplegado actividad alguna por parte del interesado en las 
oportunidades consagradas en la norma, por lo que deberán tenerse en cuenta para 
efectos de declarar la prescripción de los derechos y el ejercicio de las acciones 
dentro del presente proceso, los términos consagrados en los Artículos 488 del 
Código Sustantivo de Trabajo y 151 del Código Procesal de Trabajo, en armonía 
con los Artículos 2512 y 2535 del Código Civil.  
 
Concretamente, el Artículo 151 del Código de Procedimiento del trabajo y de la 
Seguridad Social, señala un término de extinción de los derechos laborales de tres 
años, norma que es del siguiente tenor literal: 
Artículo 151. PRESCRIPCION. Las acciones que emanen de las leyes sociales 
prescribirán en tres años, que se contarán desde que la obligación se haya hecho 
exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el empleador, sobre 
un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción, 
pero sólo por un lapso igual.  
 
En sentencia emanada por la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, donde 
fue ponente el MP LUIS JAVIER OSORIO LOPEZ, Radicación No. 26865, Acta No 
27, cinco (5) de mayo de dos mil seis (2006), sobre cuándo y cómo se hace exigible 
un derecho, y a partir de qué momento se deben contabilizar los términos, así: 
 
En materia laboral la exigibilidad de un derecho empieza desde cuando el mismo 
se ha causado, es decir, cuando el beneficiario reúne los requisitos exigidos para 
acceder a él. Y es desde este momento cuando igualmente comienza a correr el 
término prescriptivo, como claramente lo señala el artículo 151 del Código Procesal 
del Trabajo y de la Seguridad Social, al igual que el artículo 488 del Código 
Sustantivo del Trabajo e inclusive el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, que por 
un lapsus es citado por el Tribunal. 
 
Ese término, que debe estar en curso, al tenor de las disposiciones mencionadas 
puede ser interrumpido por un lapso igual con el simple reclamo escrito del 
trabajador sobre el derecho debidamente determinado. Igualmente, y mientras el 
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mismo o el nuevo término no se haya vencido, puede ser interrumpido con la 
presentación de la demanda siguiendo los derroteros fijados por el artículo 94 del 
Código general del proceso.  
 
Empero, de lo anterior no se desprende que el término de prescripción empieza su 
vigencia desde el momento en que se presenta el escrito de agotamiento de la vía 
gubernativa. Lo que importa para contabilizar el término de prescripción, se repite, 
es el momento desde el cual el derecho se ha hecho exigible, de manera que si el 
trabajador, en el caso de que ese beneficio laboral tenga una prescripción de tres 
años, deja vencer ese tiempo sin interrumpirla, correrá con las consecuencias de su 
omisión, es decir que se le declare judicialmente que el derecho, aunque pudo haber 
existido, prescribió si es que se propone la correspondiente excepción por el 
interesado en alegarla.  
 
De igual manera, si efectúa la reclamación administrativa después de que el citado 
término de tres años haya culminado sin que la hubiese interrumpido, esa 
reclamación servirá únicamente para dicho propósito, es decir el de reclamar 
administrativamente y poder iniciar así la acción judicial, con la misma probable 
consecuencia anteriormente mencionada, es decir que se declare que el derecho 
está prescrito. Obviamente, no puede perderse de vista que, presentado el escrito 
de reclamación, la vía gubernativa se entiende agotada, bien cuando la 
Administración lo contesta, o ya cuando deja transcurrir un mes sin hacerlo.” 
 
Razón por la cual, tal y como lo ha manifestado la alta corte con sus 
pronunciamientos, el término prescriptivo en materia laboral debe ser y es de 3 
años, y en ningún momento se puede invocar un término mayor o de un fenómeno 
prescriptivo de otra jurisdicción, ya que con esto se estaría desconociendo la 
normatividad laboral e iría en contravía de las normas aplicables a resolver litigios 
en dicha jurisdicción. 
 
Aunado a lo anterior se tiene que desde providencia de 16 de octubre de 2019 en 
el proceso radicado No 66001310500220110035401 este Tribunal acogió la línea 
jurisprudencial de la Sala de Casación laboral de la Sala de Casación Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia, contenida en las providencias STL6507 de 22 de mayo 
de 2019 y STL7311 de 2019, en la que reiterando su criterio, vertido en las STL 
4544– 2018 y STL11275–2016, sobre el tema de la prescripción de las costas 
judiciales, señaló que el término de prescripción de las mismas es de tres años de 
conformidad con lo previsto en el artículo 151 del C.P.T. 
 
3. COMPENSACIÓN 

 
En el sentido de que se tengan en cuenta todas las sumas de dinero que el entonces 
Instituto de los Seguros Sociales y/o COLPENSIONES haya pagado al actor de 
conformidad con los artículos 1626 y Ss. y 1714 y Ss.  del Código Civil aplicables 
por analogía al procedimiento laboral por remisión expresa del Artículo Art. 145 del 
Código Procesal del Trabajo. 
 
4. INCONSTITUCIONALIDAD 

 
 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA SOLICITUD 1. EXCEPCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. El artículo 4º de la carta Política dispone que la 
“Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales”, al respecto la Corte ha expresado que “La Constitución se erige 
en el marco supremo y último para determinar tanto la pertenencia al orden jurídico  
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como la validez de cualquier norma, regla o decisión que formulen o profieran los 
órganos por ella instaurados” 
 
Con fundamento en la anterior, La doctrina ha denominado el sistema de control de 
constitucionalidad en Colombia como mixto, por cuanto combina un control 
concentrado en cabeza de la Corte Constitucional y un control difuso de 
constitucionalidad en donde cualquier autoridad puede dejar de aplicar la ley u otra 
norma jurídica por ser contraria a la Constitución. Respecto a la excepción de 
inconstitucionalidad, la Corte Constitucional ha indicado:  
 
“…es una facultad o posibilidad (o si se quiere, una herramienta) de los operadores 
jurídicos, en tanto no tiene que ser alegada o interpuesta como una acción; pero se 
configura igualmente como un deber en tanto las autoridades no puede dejar de 
hacer uso de ella en los eventos en que detecten una clara contradicción entre la 
disposición aplicable a una caso concreto y las normas constitucionales”.[8]  
 
En consecuencia, esta herramienta se usa con el fin de proteger, en un caso 
concreto y con efecto inter partes, los derechos fundamentales que se vean en 
riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía y que, de forma clara y 
evidente, contraría las normas contenidas dentro de la Constitución Política. Por 
consiguiente, siempre que un juez se encuentra ante una norma que contraría lo 
estipulado por la Constitución, éste tiene el deber de inaplicar dicha norma bajo la 
excepción de inconstitucionalidad realizando un trabajo argumentativo en el cual 
determine claramente que el contenido normativo de la regla resulta contrario a la 
Constitución Política (…)”3  
 
Así las cosas, es deber del juez, una vez advierta la contradicción entre una norma 
de rango legal y otra de rango constitucional, proceder a aplicar esta última, con el 
fin de preservar las garantías constitucionales. 
 
5. NORMAS CONSTITUCIONALES QUE SE CONSIDERAN INFRINGIDAS La 

interpretación restringida o limitada de expresión aludida vulnera los mandatos 
de la Constitución, que se encuentran puntualmente incorporados en las 
siguientes normas: “Preámbulo. En ejercicio de su poder soberano, 
representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, 
invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación 
y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la 
igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, 
democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social 
justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad 
latinoamericana,…” 

 
CARENCIA DE EXIGIBILIDAD DEL TÍTULO EJECUTIVO -SENTENCIA 

 
El artículo 422 del Código General del Proceso establece: “Pueden demandarse 
ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en 
documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena 
prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez  
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o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las 
providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen 
honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. 
 
La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí 
la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184.” (Subrayado y negrilla 
fuera de texto) Con base en lo expuesto y en el desarrollo jurisprudencial, los títulos 
ejecutivos deben gozar de dos tipos de condiciones: i) Formales, para lo cual es 
pertinente indicar que las primeras exigen que el documento o conjunto de 
documentos que dan cuenta de la existencia de la obligación “(i) sean auténticos y 
(ii) emanen del deudor o de su causante, de una sentencia de condena proferida 
por el juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que 
tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos 
contencioso administrativos o de un acto administrativo en firme28. ii) Sustanciales, 
que el título ejecutivo contenga una prestación en beneficio de una persona. 
 
Es decir, que establezca que el obligado debe observar a favor de su acreedor una 
conducta de hacer, de dar, o de no hacer, que debe ser clara, expresa y exigible. 
En palabras de la Corte Constitucional, es clara la obligación que no da lugar a 
equívocos, en otras palabras, en la que están identificados el deudor, el acreedor, 
la naturaleza de la obligación y los factores que la determinan; es expresa cuando 
de la redacción misma del documento, aparece nítida y manifiesta la obligación; es 
exigible si su cumplimiento no está sujeto a un plazo o a una condición, dicho de 
otro modo, si se trata de una obligación pura y simple ya declarada. 
 
6. IMPOSIBILIDAD DE EMBARGO DE LOS BIENES ADMINISTRADOS POR 

COLPENSIONES RESPECTO DE CONCEPTOS DIFERENTES A 
PRESTACIONES ECONÓMICAS DEL SISTEMA PENSIONAL. 

 
Los bienes y recursos administrados por COLPENSIONES E.I.C.E., como son 
cuentas bancarias corriente y de ahorro, son todos originados y destinados para el 
funcionamiento del Régimen de Prima Media con Prestación Definida, y estos hacen 
parte del Sistema de Seguridad Social en Pensiones, y por tanto de conformidad 
con el artículo 63 de la Constitución Política de Colombia, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 134 de la Ley 100 de 1993 y el parágrafo del artículo 37 
de la Ley 1769 de 2015 “Por la cual se decreta el presupuesto de rentas y recursos 
de capital y ley de apropiación para la vigencia fiscal del 1º de enero al 31 de 
diciembre de 2016”, gozan del beneficio de INEMBARGABILIDAD. 
 
Sobre el tema, valga retomar la decisión emitida el 19 de noviembre de 2013 por la 
Sala Tercera de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Medellín, según la cual: 
 “De conformidad con lo anterior, considera la sala que en el caso de autos, es 
procedente REVOCAR la decisión del A quo en cuanto se negó a decretar la medida 
de embargo solicitada, para en su lugar ordenar al juzgado de Instancia proceder a 
ordenar el embargo, pero no de la cuenta bancaria solicitada por el ejecutante, sino 
la correspondiente a los aportes de los afiliados pertenecientes a COLPENSIONES, 
ya que si bien los recursos de los Fondos de Reparto del Régimen de Prima Media 
con prestación Definida son inembargables conforme lo dispone el artículo 134 de  
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la Ley 100 de 1993, dicha prohibición debe ser entendida respecto de obligaciones 
diversas a las pensiones mismas, ya que no tendría sentido alguno que una cuenta 
destinada al pago de pensiones no pueda ser embargada con la misma finalidad …” 
(negrillas propias) 
 
De acuerdo al anterior pronunciamiento, la medida de embargo de los recursos de 
los Fondos de Reparto del Régimen de Prima Media con Prestación Defina, resulta 
procedente tratándose de procurar el pago exclusivamente de las pensiones, no así 
respecto de obligaciones diferentes a éstas, como el pago de costas procesales o 
intereses moratorios, objeto de la demanda ejecutiva y del mandamiento de pago 
en el caso que nos ocupa, sobre las cuales cobra sentido la aplicación de la 
inembargabilidad de que trata el artículo 63 de la Constitución Política de Colombia, 
en concordancia con lo establecido en el artículo 134 de la Ley 100 de 1993 y el 
parágrafo del artículo 37 de la Ley 1769 de 2015, ello precisamente en aras de 
salvaguardar los recursos destinados al pago de las pensiones del régimen. Así las 
cosas, señora Juez, solicito que se levanten las medidas cautelares de embargo en 
el evento que éstas hayan sido ordenas con el Mandamiento de pago y/o abstenerse 
de decretarlas. 
 
7. FALTA DE EXIGIBILIDAD DEL TITULO EJECUTIVO 

 
Sobre el particular, se debe hacer alusión a los artículos 306, y 422 del Código 
General del Proceso, aplicable por analogía conforme el artículo 145 del Código de 
Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social: 
 
“Artículo 306. Ejecución. Cuando la sentencia condene al pago de una suma de 
dinero, a la entrega de cosas muebles que no hayan sido secuestradas en el mismo 
proceso, o al cumplimiento de una obligación de hacer, el acreedor, sin necesidad 
de formular demanda, deberá solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante 
el juez del conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a continuación 
y dentro del mismo expediente en que fue dictada. Formulada la solicitud el juez 
librará mandamiento ejecutivo de acuerdo con lo señalado en la parte resolutiva de 
la sentencia y, de ser el caso, por las costas aprobadas, sin que sea necesario, para 
iniciar la ejecución, esperar a que se surta el trámite anterior. 
 
Si la solicitud de la ejecución se formula dentro de los treinta (30) días siguientes a 
la ejecutoria de la sentencia, o a la notificación del auto de obedecimiento a lo 
resuelto por el superior, según fuere el caso, el mandamiento ejecutivo se notificará 
por estado. De ser formulada con posterioridad, la notificación del mandamiento 
ejecutivo al ejecutado deberá realizarse personalmente. 
 
Cuando la ley autorice imponer en la sentencia condena en abstracto, una vez 
ejecutoriada la providencia que la concrete, se aplicarán las reglas de los incisos 
anteriores. 
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Lo previsto en este artículo se aplicará para obtener, ante el mismo juez de 
conocimiento, el cumplimiento forzado de las sumas que hayan sido liquidadas en 
el proceso y las obligaciones reconocidas mediante conciliación o transacción 
aprobadas en el mismo. 
 
La jurisdicción competente para conocer de la ejecución del laudo arbitral es la 
misma que conoce del recurso de anulación, de acuerdo con las normas generales 
de competencia y trámite de cada jurisdicción”. 
 
 
“Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las 
que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 
jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de 
policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la 
justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso 
de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio 
previsto en el artículo 184”. 
 
Igualmente, al artículo 100 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad 
Social: 
 
“ARTICULO 100. PROCEDENCIA DE LA EJECUCION. Será exigible 
ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación de 
trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de su causante 
o que emane de una decisión judicial o arbitral firme. 
 
Cuando de fallos judiciales o laudos arbitrales se desprendan obligaciones distintas 
de las de entregar sumas de dinero, la parte interesada podrá pedir su cumplimiento 
por la vía ejecutiva de que trata este Capítulo, ajustándose en lo posible a la forma 
prescrita en los artículos 987 y siguientes del Código Judicial, según sea el caso”. 
 
La claridad de la obligación, hace referencia a su determinación en el título, 
debiéndose expresar su valor, o los parámetros para liquidarla mediante una 
operación aritmética; la necesidad que la misma sea expresa implica que se advierta 
de manera nítida y delimitada; y finalmente que sea actualmente exigible, significa 
que es susceptible de ser cumplida por no estar sometida a plazo o condición. 
 
En este orden de ideas, es necesario llamar la atención del Despacho respecto a 
que demanda ejecutiva que nos ocupa se ha interpuesto sin el cumplimiento de los 
requisitos exigidos en la norma, no se contiene una obligación clara, expresa y 
exigible. 
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8. IMPOSIBILIDAD DE CONDENA EN COSTAS. 
 
Se debe presumir la BUENA FE, a menos que se demuestre lo contrario, situación 
que lleva a la imposibilidad de condenar en costas con base en lo siguiente: Artículo 
55 de la Ley 446 de 1998, modifico el artículo 167 del CGP y a su vez remitía al 
artículo 365 CGP, e igualmente aplicable al procedimiento laboral atendiendo al 
artículo 145 CPL. Faculta al juez para condenar en costas a la parte vencida 
teniendo en consideración LA CONDUCTA ASUMIDA por ésta, que es una norma 
de carácter procesal de vigencia inmediata de acuerdo con el artículo 40 de la ley 
153 de 1887, en estos términos se ha pronunciado el Consejo de Estado en 
sentencia del expediente 10918 de 1999 con ponencia del Magistrado Ricardo 
Hoyos Duque quien a su vez cita otra sentencia radicado 10775 y dice: “Es claro 
que el legislador no ha querido en este caso aplicar un criterio absoluto para 
determinar a cargo de quien están las costas del proceso y por lo tanto, no es la 
ausencia de razón en la pretensión u oposición lo que hace sujeto de sanción a la 
parte sino su conducta abusiva que implique un desgaste innecesario para la parte 
vencedora. 
 
A su vez, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, Magistrado Ponente 
Germán G. Valdés en sentencia de expediente 12736 del año 2000, acoge la tesis 
de la conducta asumida, señalando: “No se condenará en costas al actor ni el en 
recurso extraordinario ni en las instancias, lo primero porque el recurso 
extraordinario no fue originado por él y lo segundo por ser esta decisión el resultado 
de una modificación de la jurisprudencia que sirvió de fundamento a las 
pretensiones de la demanda”. 
 
Bajo este contexto, COLPENSIONES no tiene que soportar una condena por este 
hecho pues siempre ha obrado de buena fe, ha actuado fiel a sus funciones, 
acatando las disposiciones legales y sus reglamentos, como en el caso que nos 
ocupa en este proceso. 
 
9. EXCEPCIÓN INNOMINADA. 
 
De conformidad con el artículo 282 del Código General del Proceso, completamente 
aplicable al procedimiento laboral, solicito al Señor Juez, se sirva, si encuentra 
probados los hechos que constituyen una excepción, proceda a reconocerla de 
oficio en el fallo que desate el presente litigio. 
 
SOLICITUD FRENTE A LA CONDENA EN COSTAS DEL PROCESO EJECUTIVO 
 
Solicito comedidamente al despacho abstenerse de condenar en costas del proceso 
ejecutivo, entre otras dando aplicación a la regla consagrada en el Artículo 365 del 
CGP numeral 5° la cual señala  
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(…) “5. En caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá abstenerse 
de condenar en costas o pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos 
de su decisión.”  
 
Solicito respetuosamente se sirva dar por probadas las excepciones propuestas, 
recordando que la Administradora colombiana de pensiones- COLPENSIONES, es 
una Empresa Industrial y Comercial del Estado, con carácter financiero creada por 
la ley 1151 de 2007. 
 
FRENTE A LOS INTERESES MORATORIOS 
 
Frente a los intereses moratorios solicitados, el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, 
establece lo siguiente:  
 
SENTENCIA SU-065-18  
 
INTERESES MORATORIOS A MESADAS PENSIONALES, SEGUN ART. 141 DE 
LA LEY 100/93 
La postura asumida por la Corte Constitucional, en sede de control abstracto y 
concreto, indica que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones 
propias del sistema de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de 
intereses por mora a los pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho 
prestacional en virtud de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, ello 
sucede con independencia de que su derecho haya sido reconocido con 
fundamento en la Ley 100 de 1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la 
moratoria se causa por el solo hecho de la cancelación tardía de las mesadas 
pensionales, en aplicación del artículo 53 Superior. 
 
“Artículo 141. Intereses de mora. A partir del 1o. de enero de 1994, en caso de mora 
en el pago de las mesadas pensionales de que trata esta Ley, la entidad 
correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su 
cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el 
momento en que se efectué el pago”. 
 
De acuerdo con lo dispuesto en la norma precitada, resulta procedente el 
reconocimiento y pago de los intereses moratorios, cuando existe mora o retardo en 
el pago de las mesadas pensionales ya reconocidas, por lo cual procedería el pago 
de los citados intereses única y exclusivamente a partir de la fecha en que se ha 
sido expedido el acto administrativo mediante el cual se ordenó el reconocimiento y 
pago de las prestaciones económicas pensionales, siempre y cuando no se haga 
efectivo el respectivo pago a través de la nómina de pensionados, situación ésta 
que no se ha presentado en el presente caso, razón por la cual no resulta 
procedente el pago de intereses moratorios pretendidos. 
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Que de lo anterior se puede establecer que para que proceda el pago de los 
intereses moratorios, es menester que concurran dos requisitos a saber;  
 

 El primero que exista una pensión legalmente reconocida 
 El segundo que la administradora encargada de efectuar el pago haya 

incurrido en mora injustificada en el pago de la mesada pensional. 
 
La Corte Constitucional ha definido los intereses moratorios como aquellos que se 
pagan para el resarcimiento tarifado o indemnización por los perjuicios que se 
ocasionan al acreedor al no recibir de manera oportuna el dinero que le es debido, 
o, en otras palabras, los intereses moratorios consisten en el resarcimiento por las 
afectaciones que se causan al acreedor “por el retraso en la ejecución de la 
obligación”. (Corte Constitucional, sentencia C-604-12). 
 
Sobre este particular, resulta conveniente resaltar lo precisado en sentencia 
SL552/18, que remembró lo asentado en sentencia SL16390/15, así:  
 
El Tribunal, contrario a lo manifestado por la censura, no basó su decisión en la 
existencia o no de buena fe de la demandada en la negativa de reconocer la pensión 
de invalidez, sino en la insatisfacción del actor en el lleno de los requisitos legales 
para acceder a esta prestación conforme a la norma aplicable en el mes de julio de 
2000, data en la cual se estructuró la invalidez, y en esa medida no era procedente 
la condena por intereses moratorios, pues en verdad, en casos como el presente, 
no se presenta una mora en el reconocimiento pensional, ya que la entidad actuó 
bajo el convencimiento de que no le asistía el derecho reclamado en los términos 
de la ley vigente. 
 
(…)  
 
Entiende la Corte que la jurisprudencia en materia de definición de derechos 
pensionales ha cumplido una función trascendental al interpretar la normativa a la 
luz de los principios y objetivos que informan la seguridad social, y que en muchos 
casos no corresponde con el texto literal del precepto que las administradoras en 
su momento, al definir las prestaciones reclamadas, debieron aplicar por ser las que 
en principio regulaban la controversia; en esas condiciones, no resulta razonable 
imponer el pago de intereses moratorios porque su conducta no estuvo guiada por 
el capricho o la arbitrariedad, sino por el respeto de una normativa que de manera 
plausible estimaban regía el derecho en controversia. (Resaltado no es de su texto 
original). 
 
Se desprende del fallo en cita, que siempre que la entidad haya emitido una decisión 
con respaldo de las normas vigentes que rigen la materia, y con fundamento en ello, 
tuvo el serio e invencible convencimiento de que el peticionario no cumplía con los 
requisitos legales para acceder a la prestación, la actuación administrativa queda 
exenta de cualquier tinte de arbitrariedad o ilegalidad, y en esa medida, mal pueden 
achacarse a la Administradora los efectos adversos que son propios de la mora o 
negligencia en la concesión del derecho, incluso, esta Honorable Colegiatura ha  
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detallado eventos puntuales en que se está frente a esta excepcionalísima 
exención, precisamente, como ocurre cuando el demandante cumple con los 
requisitos legales en el curso del proceso judicial y no durante la actuación 
administrativa.  
 
Cuando es tal la casuística que se ventila en el escenario judicial, ha dicho esta 
Corporación que siempre que el cumplimiento de los requisitos no se encontrare 
satisfecho en la instancia administrativa, sino que ello ocurre en el cauce del 
proceso judicial, se derruye por sí misma la posibilidad de imponer condena alguna 
por concepto de intereses moratorios. 
 
De lo anterior, es dable concluir con igual raciocinio no hay lugar a intereses 
moratorios cuando: 
 
- La actuación administrativa fue anticipada al cumplimiento del requisito de la edad.  
- No era posible que la entidad pudiera reconocer el derecho en aquella oportunidad. 
 - El demandante no solicitó directamente la pensión a la entidad, después de haber 
causado el derecho. 
 
Por medio de la sentencia T-588 de 2003, se abordaron las posibles dudas que 
pudieran surgir respecto de la debida interpretación de los plazos con que cuentan 
las autoridades para responder a peticiones pensionales. Sostuvo la Corte en esta 
ocasión: 
 
“Para fijar cuál es el término que establece la ley para resolver sobre las peticiones 
relacionadas con las prestaciones de la seguridad social en pensiones, y en este 
sentido definir cuál es exactamente el contenido del derecho fundamental de 
petición en este punto, la Corte ha recurrido a una interpretación integral de tres 
normas diversas pero que concurren a la configuración legal del derecho de 
petición. Estas normas están contenidas en el artículo 6º del C.C.A., en el artículo 
19º del Decreto 656 de 1994 y en el artículo 4º de la ley 700 de 2001, cuyos textos 
son los siguientes: 
 
(…) Ahora, para determinar cuál es el contenido del derecho de petición en materia 
de pensiones, la Corte ha tenido que fijar el alcance del enunciado del artículo 4º de 
la ley 700 de 2001. Para ello la Corte ha recurrido a una interpretación sistemática 
de las normas que regulan el ejercicio del derecho de petición en materia de 
seguridad social en pensiones (CCA, Decreto 656 de 1994 y ley 700 del 2001), y a 
una interpretación literal del enunciado del referido artículo 4º. Sobre el punto, en la 
sentencia T-001 de 2003 la Corte afirmó: 
(...) Como se observa, el máximo plazo para decidir o contestar una solicitud 
relacionada con pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia es de cuatro meses. 
Hasta el momento no hay norma alguna que fije un término diferente para la 
respuesta a la solicitud en materia de pensión para las sociedades administradoras 
de fondos del régimen de ahorro individual, para el Seguro, o para Cajanal. En 
consecuencia, se debe seguir aplicando por analogía el artículo 19º trascrito. 
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(...) Obsérvese cómo el artículo 4º (de la ley 700 de 2001) establece un término de 
seis meses no para decidir sobre las solicitudes en materia de pensión, como lo 
hace el artículo 19º del Decreto 656 de 1994, sino para adelantar los trámites 
necesarios para el reconocimiento y pago de las mesadas; es decir, para el 
desembolso efectivo del monto de las mismas.” 
 
De lo anterior se sigue que, cuando el derecho de petición es ejercido frente a 
entidades o personas a cuyo cargo existe la obligación de reconocimiento y pago 
de pensiones, los términos constitucionales para resolver sobre las peticiones son 
los siguientes: (i) de quince días hábiles (cuando se trata de recursos en el trámite 
administrativo o de peticiones de información general sobre el trámite adelantado), 
(ii) de cuatro meses (cuando se trata de peticiones enderezadas al reconocimiento 
de pensiones) y (iii) de seis meses (cuando se trata de peticiones o de trámites 
enderezados al pago efectivo de las mesadas). 
 
En este sentido existe un deber constitucional, derivado del derecho fundamental 
de petición, que pesa sobre las personas o entidades responsables del 
reconocimiento y pago de pensiones el cual comporta: (i) responder diligentemente 
las peticiones presentadas respetando los términos previstos por la ley, (ii) informar 
sobre el trámite a las personas que acuden a sus dependencias mediante peticiones 
respetuosas y (iii) efectuar los pagos, cuando en derecho haya lugar, antes de que 
se cumplan los 6 meses previstos en la Ley 700 de 2001, que precisamente fijó 
condiciones tendientes a mejorar la calidad de vida de los pensionados. Esta ha 
sido la posición de la Corte desde la sentencia T-001 de 2003 que se ha convertido 
en la doctrina aplicable, al momento de resolver casos que presenten similitud 
temática con lo aquí establecido.” 
 
Aunado a lo anterior, se tiene que, para efectos de imponer intereses moratorios, 
se debe verificar los términos con los que cuentan las AFP para entrar a resolver la 
prestación: 
 
sentencia C-1024 de 2004 precisó: 
 
“De cuatro (4) meses para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia 
pensional (reconocimiento de pensiones de vejez e invalidez, así como las relativas 
a reliquidación y reajuste de las mismas). (Decreto 656 de 1994, artículo 19 y Ley 
797 de 2003, artículo 9°)  
 
Debe precisarse que el término de cuatro meses no es aplicable en el caso en que 
se trate del reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes, por cuanto 
allí opera el término fijado por el artículo 1º de la Ley 717 de 2001, esto es, máximo 
"dos (2) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la 
correspondiente documentación que acredite su derecho" 
 
Independientemente del plazo previsto para el reconocimiento, reajuste o 
reliquidación de una pensión, ninguna autoridad podrá demorar más seis (6) meses 
a partir del momento en que se eleve la solicitud por el peticionario, para realizar 
efectivamente el pago de las mesadas pensionales. (Artículo 4° Ley 700 de 2001)” 
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Respecto a la solicitud de “reajustes de valor (indexación)” es necesario aclarar que 
el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, establece el reajuste de pensiones con el objeto 
de que las pensiones de vejez o jubilación, de invalidez y de sustitución o 
sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes del sistema general de 
pensiones, mantengan su valor adquisitivo constante, se reajustaran anualmente de 
oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del índice de 
precios al consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. 
Por lo anteriormente expuesto, no es posible conceder pago alguno por concepto 
de intereses moratorios e indexación según lo solicitado. 
 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Se contesta la demanda ejecutiva y se proponen excepciones de fondo, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 100 y siguientes del Código Procesal 
del Trabajo y de la Seguridad Social; artículos 306 y siguientes, 424, 442 y 
siguientes del Código General del Proceso; Título XXVII Capítulos I y II; artículo 37 
de la Ley 1593 de 2012; Directiva 022 del 2010 emanada de la Procuraduría General 
de la Nación; Circular Externa 019 del 10 de mayo de 2012 emitida por la 
Superintendencia Financiera de Colombia; artículos 48 y 63 de la Constitución 
Política; artículos 134 y 182 de la Ley 100 de 1993; artículo 19 del Decreto 
Extraordinario 111 de 1996; artículo 5 del Decreto 4488 de 2009; artículos 488 del 
Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código Procesal del Trabajo; artículos 2512 
y 2535 del Código Civil; artículos 192 y 309 de la Ley 1437 de 2011 y demás normas 
concordantes. 
 

 Artículo 48 de la Constitución Política. 
 Ley 1008 de 2019 articulo 98 
 Artículos 2512 y 2535 del Código Civil. 
 Artículo 134 y 182 de la Ley 100 de 1993. 
 Artículo 100 ss. Y 151 del Código Procesal del Trabajo. 
 Artículo 488 del Código Sustantivo de Trabajo. 
 Artículos 306 y Ss. 424, 442 y Ss. Código General del Proceso. 
 Artículos 192 y 309 de la Ley 1437 de 2011. 
 Artículo 37 de la Ley 1593 de 2012. 
 Directiva 022 del 2010 emanada de la Procuraduría General de la Nación. 

Circular Externa 019 del 10 de mayo de 2012 emitida por la Superintendencia 
Financiera de Colombia 

 Art. 192 CPACA 
 Sentencia C-634-2012. 
 Sentencia C-604-2012. 
 Art. 1, 2, 48, 53, 334 y 339 Constitución Política 
 Demás normas concordantes. 
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ARGUMENTOS DE DEFENSA  
 
Respecto de los requisitos del título ejecutivo.  
 
 El artículo 422 de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso) señala: 
“Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles 
que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y 
constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena 
proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, 
o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o 
señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale 
la ley. (…).” (Subrayado fuera de texto)  
 
De la anterior norma se desprende cuáles son los requisitos tanto de forma como 
de fondo que debe reunir el título ejecutivo para tener la virtud jurídica de ser 
ejecutable u oponible al ejecutado, de modo que ambas clases de requisitos deben 
ser escudriñadas por el Juez previo a librarse mandamiento de pago: 
 
Requisitos formales:  
 Debe constar en un documento proveniente del deudor. 
 Si no proviene del deudor, debe emanar de una decisión judicial o de cualquier 

autoridad con funciones jurisdiccionales. 
 Documentos que constituyan prueba contra el deudor. 
 O cualquier otro documento al que la Ley expresamente le atribuya la cualidad 

de prestar mérito ejecutivo. Como los enunciados en el artículo 297 del CPACA: 
 

“(i) las sentencias de condena debidamente ejecutoriadas proferidas por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo; (ii) las decisiones en firme 
proferidas en desarrollo de los mecanismos alternativos de solución de 
conflictos, en las que las entidades públicas queden obligadas al pago de 
sumas de dinero; (iii) los contratos, los documentos en que consten sus 
garantías, junto con el acto administrativo a través del cual se declare su 
incumplimiento, el acta de liquidación del contrato, o cualquier acto proferido 
con ocasión de la actividad contractual que contengan obligaciones claras, 
expresas y exigibles, y (iv) las copias auténticas de los actos administrativos 
con constancia de ejecutoria.” 
 

Requisitos de fondo: 
 
Que la obligación contenida en el documento tenga las características de ser clara, 
expresa y exigible.  
 
Inembargabilidad de las cuentas bancarias de Colpensiones.  
La Constitución Política de Colombia consagra en su artículo 48 que “No se podrán 
destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines 
diferentes a ella” y en el artículo 63 dispone que “Los bienes de uso público, los 
parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo,  
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el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, 
son inalienables, imprescriptibles e inembargables.”  
 
Adicionalmente, según el artículo 134 de la Ley 100 de 1993, son inembargables 
los fondos o recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media con 
prestación definida, las pensiones y demás prestaciones que reconoce la ley y los 
recursos del fondo de solidaridad. Y según la Circular N° 22 de 8 de abril de 2010 
expedida por la Procuraduría General de la Nación y la Circular 2012IE42061 de 13 
de julio de 2012 emanada de la Contraloría General de la República; los recursos 
que administra Colpensiones en cada una de las cuentas de ahorros y corrientes 
que tiene en las distintas entidades bancarias son de naturaleza inembargable, por 
hacer parte de los recursos del Sistema General de Pensiones del Régimen de 
Prima Media con Prestación Definida.  
 
Así mismo, el parágrafo del artículo 137 de la Ley 1769 de 2015 “Por la cual se 
decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y ley de apropiaciones para 
la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 2016” consagra la obligación 
de los representantes legales de las entidades descentralizadas que administran 
recursos de la seguridad social de certificar la inembargabilidad de tales recursos, 
e impone la obligación de efectuar los trámites correspondientes para solicitar su 
desembargo en caso de que este ya se hubiere producido.  
 
Por lo anterior, es claro que como los recursos de la seguridad social no pueden 
embargarse ni destinarse para cancelar obligaciones diferentes a las prestaciones 
de vejez, invalidez y muerte que comprende el Sistema General de Pensiones; no 
se puede embargar ningún recurso de la entidad demandada que se encuentre en 
cada una de las cuentas de ahorro o corrientes aperturadas en entidades bancarias, 
ya que el título ejecutivo que sustenta la presente acción no puede ser sufragado 
con los fondos destinados a cubrir los riesgos descritos dentro de los cuales no se 
encuentran las intereses moratorios y las condenas en costas, sobre las cuales 
cobra sentido la aplicación de la inembargabilidad de que trata el artículo 63 de la 
Constitución Política de Colombia, en concordancia con lo establecido en el artículo 
134 de la Ley 100 de 1993 y el parágrafo del artículo 37 de la Ley 1769 de 2015, 
ello precisamente en aras de salvaguardar los recursos destinados al pago de las 
pensiones del régimen. 
 
Así las cosas, señor Juez, solicito que se levanten las medidas cautelares de 
embargo en el evento que éstas hayan sido ordenadas con el Mandamiento de pago 
y/o abstenerse de decretarlas. 
 
Respecto del principio de sostenibilidad fiscal y equilibrio financiero:  
 
La Constitución de 1991 en su artículo 1º establece que “Colombia es un Estado 
social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con 
autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general”. 



 

20 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
El Artículo 48 de la Constitución Política, adicionado por el artículo 1 del Acto 
Legislativo 01 de 2005, señala que:  
 
“El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema 
Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago 
de la deuda pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en 
materia pensional que se expidan con posterioridad a la entrada en vigencia de este 
acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido en 
ellas.”  
 
La sostenibilidad fiscal como condición para el desarrollo del Estado Social de 
Derecho, consiste en adoptar un derecho que contribuye a proteger a todos los 
demás y a darles continuidad bajo las diferentes condiciones que enfrente la 
economía para atender sus deberes sociales., resultando de gran connotación para 
el progreso económico y social del país en la medida que busca que, ante una 
determinada y limitada capacidad para recaudar ingresos y para acceder a recursos 
de financiamiento, la política de gasto pueda mantenerse o sostenerse en el tiempo, 
de manera que en el mediano y en el largo plazo se logren los objetivos públicos. 
  
Respecto a este principio la Corte Constitucional señaló que, “…la adopción del 
principio de sostenibilidad fiscal implica el compromiso de las autoridades del 
Estado en todos sus órdenes de acuerdo con sus competencias, en la expedición 
de normas, reglamentos, fallos, entre otros; que garanticen el avance de protección 
los DESC, principalmente bajo criterios programáticos en cumplimiento del mandato 
de progresividad, siempre que este se desarrolle bajo un parámetro de 
sostenibilidad, como criterio adicional de exigibilidad e interpretación constitucional, 
en realidad no es un principio constitucional, sino una herramienta para la 
consecución de los fines del ESDD”. En consecuencia, desde la perspectiva 
constitucional existe una estructura económica que permite dar cumplimiento tanto 
a los principios como a los derechos consagrados en la Constitución.   
 
Resulta indiscutible que, por ser el Estado el garante de la sostenibilidad fiscal y del 
reconocimiento y pago de las pensiones, el dinero destinado para el cumplimiento 
de este fin, dentro del ámbito de un mínimo y adecuado equilibrio financiero. 
 
La Corte Constitucional se pronunció sobre la importancia de la estabilidad 
financiera del sistema general de pensiones, en la sentencia C-111 de 2006, 
mediante la cual declaró parcialmente exequible los literales d) de los artículos 47 y 
74 de la Ley 100 de 1993, modificados por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003. En 
esa oportunidad señaló:  
 
“En cuanto a la adecuación y conducencia de la medida legislativa prevista en la 
norma demandada, esta Corporación debe reconocer que mediante dicha 
herramienta legal se pretende salvaguardar la solvencia financiera del régimen 
general de pensiones. Así las cosas, el objetivo de la norma se adecua al logro de 
un fin constitucional válido, pues permite asegurar la intangibilidad de los recursos 
pensionales en ambos regímenes (…) (C.P. arts. 48 y 53). 
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// Lo anterior por cuanto la situación actual del sistema, principalmente el de prima 
media presenta grave riesgo en su estabilidad financiera y por ello es preciso 
restringir el pago de las pensiones al universo de beneficiarios con real derecho”. 
La estabilidad financiera se garantiza en la medida en que el sistema general de 
pensiones percibe y mantiene, a través de medios jurídicos y financieros, los fondos 
económicos adecuados que le permitan pagar mes a mes a una mayor cantidad de 
pensionados y obtener un ahorro para precaver la satisfacción de las pensiones 
futuras, bajo la permanente orientación de subsanar con urgencia cualquier 
desventaja contra el bienestar general. 
 
Colpensiones como Empresa Industrial y Comercial del Estado del orden Nacional, 
debe velar, en todo momento, por la protección de los dineros del erario público 
destinados a sustentar el Sistema de Seguridad Social en Pensiones. En ese orden 
de ideas, es necesario que, dando prevalencia al interés general sobre el particular, 
se tomen las medidas pertinentes en búsqueda de la protección de los recursos que 
soportan el sistema pensional, conforme a los principios que rigen la Constitución 
Política en esta materia. 

ANEXOS 

 

- Poder debidamente conferido para actuar en este proceso. 

- Documentos aducidos como prueba 

 
II. NOTIFICACIONES  

 
 

LA DEMANDANTE en la dirección aportada al proceso. 
 
La Administradora Colombiana De Pensiones – Colpensiones en la carrera 10  No 
72 - 33 piso 6 de la ciudad de Bogotá, así como al correo electrónico 
notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co.   
 
 

La suscrita apoderada judicial en el correo electrónico 

sjuridicase.defensacol23@gmail.com  
 
 
Atentamente, 
  
 

 
 
 
 

MAIRA LORENA CHAVERRA MOSQUERA 
C.C. No. 1.015.436.683 de Bogotá 
T.P. 281427 del C.S.J  
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